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RESUMEN 

Este texto aborda las discusiones que se tuvieron durante el diseño del proceso penal 

acusatorio colombiano y el dilema que se previó desde la etapa de discusión de la ley 906 de 

2004 sobre la configuración o no configuración de un control judicial en la acusación penal, 

adicionalmente se revisan las principales características de la etapa intermedia dentro de los 

sistemas penales acusatorios y las diferencias con el diseño del proceso penal acusatorio 

adoptado en Colombia, el cual no permite un control judicial de la misma por el juez, ni la 

contradicción material de la misma por parte del indiciado, lo cual constituye una violación 

al derecho a un debido proceso y también al derecho a la defensa que asiste a las personas 

dentro del proceso penal, lo anterior debido a que estas personas se quedan sin la posibilidad 

de combatir jurídicamente este acto de autoridad realizado por la Fiscalía de la Nación y se 

convierten en verdaderos actos de parte, que solamente son notificados a los indiciados. 
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SUMMARY  

This text approaches the discussions that took over the design of the Colombian adversarial 

criminal process and the dilemma it was anticipated from the stage of discussion of the law 

906 of 2004 on configuring or setting up a judicial control in the criminal indictment, 

additionally review the main characteristics of the intermediate stage within the adversarial 

criminal justice systems and the differences with the design of the adversarial criminal 

process adopted in Colombia, which does not allow judicial review thereof by the judge, no 

material contradiction of it by part of the accused, which constitutes a violation of the right 

to due process and the right to a defense that assists people in the criminal proceeding, the 

above because these people are left without the ability to legally combat this act of authority 

made by the Prosecutor's Office and become one party events, that are only notified to the 

accused. 
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El contexto de la reforma al sistema penal acusatorio en Colombia 

En años recientes se ha venido dando una tendencia en los Estados del Continente Americano 

que consiste en que éstos, que generalmente tenían sistemas penales inquisitivos o mixtos, 

los derogan sustituyéndolos por sistemas penales acusatorios, por mencionar ejemplos 

encontramos el caso de Colombia, México, el Salvador, Venezuela, Paraguay, Guatemala, 

Costa Rica, Argentina y Bolivia, Estados que adoptan los sistemas acusatorios en la búsqueda 

de lograr el respeto de los derechos humanos de todas las partes intervinientes en el proceso 

penal, un objetivo que es característico dentro de los procesos penales de las llamadas 

“naciones democráticas”. 

Los sistemas acusatorios suplen en los casos anteriormente señalados los sistemas 

inquisitivos que por tradición venían estando vigentes en la región, por lo cual los sistemas 

acusatorios son una importante tarea de estudio puesto que, son tradiciones jurídicas hasta 

hace poco importadas y prácticamente desconocidas, con lo que su reciente aplicación hace 

imperante el aprendizaje y análisis de los mismos para la mejor práctica jurídica de la justicia. 

La búsqueda de un mayor respeto de la democracia, los derechos civiles y políticos, trajo un 

movimiento de reformas relacionadas con el sistema de justicia penal que “procura contribuir 

a la vigencia efectiva de los derechos de las  personas y a poner límites a la  arbitrariedad 

estatal en el ejercicio del poder represivo, sin desmedro de la necesaria protección a los 

derechos de las víctimas y del interés general en la vigencia de la ley, en el imperio de la 

verdad y en la justa punición del delito (Caferata, 2004, p. 75).” 

Para poder explicar por qué algunos Estados del continente han buscado la implementación 

de sistemas acusatorios, Mirjan Dumanska (2004) opina que los cambios antes mencionados 

en la política penal obedecieron a dos fuentes de presión, la primera de ellas de corte 

pragmático que buscaba la agilización de la impartición de justicia debido a que los antiguos 

sistemas no estaban construidos para funcionar a gran escala lo que exigía un sistema que 



racionalizara la justicia y, la segunda fuente de presión considera es la preocupación por los 

derechos humanos establecida en diversos instrumentos internacionales, argumenta al 

respecto que algunas de las reformas procesales han obedecido a evitar conflictos 

internacionales con los estándares legales internacionales refiriéndose al caso de China y la 

implementación de enmiendas a su derecho procesal penal (Heuser &T. Weigend, 1997).  

Estos cambios en el sistema de impartición de justicia implican que el Estado debe modificar 

la manera de hacer uso del Ius puniendi  el cual es una herramienta del Estado necesaria para 

la existencia del mismo, además de ser el único ente que puede ejercitarla para evitar las 

justicias privadas, además de constituir la expresión estatal para proteger la sociedad de 

manera justa (Díaz de León, p. 229).  

Como señala Medina (2007), derivado de las razones antes expuestas, que no son las únicas, 

los Estados deben diseñar y crear su política penal, determinando cuáles serán sus bienes 

jurídicamente tutelados, y limitando su facultad de castigar (ius puniendi) primeramente 

delimitando la posibilidad de legislación sobre la misma al parlamento y, en segundo lugar 

encargando su aplicación directa al poder judicial,  otros límites serán establecidos 

constitucional y legalmente a través de la adopción de diversos principios del derecho el 

principio de legalidad, humanidad, presunción de inocencia (p. 19), entre otros, que se verán 

reflejados en el diseño de las instituciones de justicia, en lo personal considero que el 

principio acusatorio es uno de los más importantes principios para poder limitar la fuerza del 

Estado contra particulares, máxime cuando se habla del diseño de un sistema penal 

acusatorio. 

Sabemos que los sistemas acusatorios son propios e importados de países que tienen como 

fuentes de su derecho al derecho anglosajón o common law, por ejemplo, Estados Unidos de 

Norteamérica y Alemania, países de donde las naciones americanas han estudiado los 

sistemas acusatorios  para lograr los diseños de sistemas judiciales propios y  adaptados a las 

necesidades locales, por lo que la fuente original del sistema acusatorio serán los países con 

tradición anglosajona del derecho de donde podremos corroborar el verdadero espíritu de sus 

instituciones. 



Aparentemente encontramos que en Colombia se comenzó a establecer un procedimiento 

penal acusatorio y oral, basado en el estudio de la tradición del derecho anglosajón, como 

parte del rediseño de la política penal, pero atendiendo a las necesidades propias y a las 

características de la sociedad colombiana, al respecto considero muy importante recalcar que 

las políticas públicas nunca deben ser concebidas como una voluntad pura del Estado, sino 

que deben basarse en los fenómenos sociales que la deberán justificar, so pena de caer en 

arbitrariedad, abuso del poder o despotismo (Díaz de León, p. 230; Bodenheimer, 1986, p. 

21), es interesante verificar si en el diseño del proceso penal acusatorio en Colombia no se 

estarán sacrificando las garantías al debido proceso, así como el respeto a otros derechos 

fundamentales en aras de lograr mayor celeridad en el proceso penal o de evitar un 

prejuzgamiento en etapa previa a juicio, independientemente de la causa por la cual 

finalmente se terminó con este diseño de proceso penal es importante saber si la falta de 

control judicial en la acusación penal en el sistema penal acusatorio colombiano no es 

contradictorio al espíritu mismo del procedimiento penal acusatorio y, se esté dejando fuera 

de su diseño una de las herramientas más valiosas que aporta dicho sistema para la protección 

de la libertad personal, y más importante sería saber si ese diseño procesal obedece a la 

realidad colombiana y si los fenómenos sociales que se presentan en este país exigen un 

diseño de tales características. 

Esperamos saber a través de este estudio si el diseño de esta política criminal finalmente 

obedece a un diseño para la persecución del delito y la preservación de la paz menoscabando 

algunas libertades personales y garantías de las mismas, en suma “es necesario, en fin, que 

indaguemos una vez más si aún puede afirmarse, como lo hace Klaus Tiedemann, que no a 

cualquier precio se debe investigar la verdad o, lo que es igual, que no a cualquier precio se 

puede administrar justicia (Vélez, 2012, p. 33; Roxin, Claus, Arzt, Gunter y Klaus 

Tiedemann, 1983, p. 138).” 

 

 

 



PROCESO LEGISLATIVO DE IMPLEMENTACION DEL SISTEMA PENAL 

ACUSATORIO. 

Proyecto de Acto Legislativo 237 DE 2002 

El sistema penal acusatorio colombiano comenzó con el proyecto de acto legislativo número 

237 de 2002, publicado en la gaceta del Congreso 134 de 2002, con el cual se reformó la 

Constitución Política en sus artículos 234, 235, 250 y 251, reformas que modificaron las 

funciones, integración y organización de la Corte Suprema de Justicia, además de hacer lo 

propio con las atribuciones constitucionales de la Fiscalía General de la Nación. Esta reforma 

de acuerdo con lo redactado en la presentación de la misma “tiene la finalidad de modificar 

la estructura del esquema de procesamiento criminal colombiano, para adoptar uno de clara 

tendencia acusatoria, en donde el eje del proceso sea el juicio oral y, por esta vía, se respeten 

de mejor manera los derechos de los ciudadanos durante la investigación y el juzgamiento.” 

Del texto de la exposición de motivos de la misma, se esgrimen como justificación de la 

reforma: 1) La necesidad de fortalecer la función investigativa de la Fiscalía General de la 

Nación, separándola totalmente de las tareas de juzgamiento y permitiéndole concentrarse 

plenamente en la investigación y persecución del delito, 2) La necesidad del establecimiento 

de un sistema penal de corte acusatorio, 3) La necesidad de adaptarse a los tratados 

internacionales de derechos humanos en relación al derecho a un juez imparcial y delimitar 

las funciones de la Fiscalía únicamente a las de investigación y no permitirle que tome 

decisiones en las cuales estén en entredicho los derechos de los indiciados, decisiones que 

deberán ser realizadas en sede jurisdiccional 4) El derecho a un juicio sin dilaciones, puesto 

que la congestión de la administración de justicia no solo es una deficiencia en el 

funcionamiento del aparato jurisdiccional, sino que es una violación al derecho a la justicia 

rápida y sin dilaciones injustificadas y, 5) El establecimiento del principio de la doble 

instancia dentro del proceso penal en relación a procesamiento de funcionarios públicos. 

La iniciativa legislativa en comento, tomó en cuenta como parte de estudio comparado las 

transiciones realizadas de otros sistemas de procesamiento penal al sistema penal acusatorio 

realizadas por países como Alemania, Italia, España Portugal, Argentina, Chile, Venezuela, 

Ecuador, Guatemala, Uruguay y Bolivia, de cuyo estudio encontró y sintetizó los elementos 



comunes en los que se basaban las reformas implementadas en aquellos países, siendo estos 

los siguientes: 

* El control judicial en el otorgamiento de medidas de aseguramiento, dejando en manos del 

juez la decisión sobre la limitación de derechos fundamentales. 

* Oralidad: beneficia la oralidad en detrimento de la escritura en los expedientes, con el fin 

de acelerar el proceso. 

* Publicidad: a través de este principio se busca la transparencia del proceso penal, además 

del derecho de la comunidad de conocer las transgresiones al derecho penal, además de 

significar una forma de control de la actividad jurisdiccional. 

* Contradicción: vinculado con el derecho de igualdad de armas dentro del juicio implica 

que ambas partes estarán en igualdad de condiciones, y en relación al acusado se le permitirá 

realizar una debida defensa. 

* Doble instancia en procesos contra funcionarios del Estado. 

Tal y como lo señala Vélez Osorio “el proyecto de reforma constitucional ponía en evidencia 

que el Estado colombiano no podría seguir siendo cómplice de la violación de los derechos 

humanos en un proceso penal al que calificaron como despótico, sino que debía, por el 

contrario, introducir un sistema procesal que garantizara los derechos fundamentales y 

recobrara el enfoque garantista introducido por la Constitución de 1991 (2012).” Y en 

palabras del mismo proyecto legislativo: “Esta reforma es garantía a la eficiencia del sistema, 

es la herramienta que permitirá imprimir mayor celeridad al proceso, competitividad y 

especialidad a sus funcionarios, mayor salvaguarda de los derechos fundamentales de los 

sindicados, en fin, una mejor calidad en la administración de justicia.” 

 

DEBATES SOBRE LA REFORMA CONSTITUCIONAL 

Ponencia para Primer Debate 237 de 2002, por medio del cual se modifican los artículos 

234, 235, 250 y 251 de la Constitución Política. Gaceta del Congreso 148, 07/05/2002. 



Los comentarios dentro del debate son coincidentes en la modificación de las funciones de 

la Fiscalía General de la Nación para fortalecer sus capacidades de investigación, retirándole 

constitucionalmente diversas tareas que realizaba en el sistema mixto anterior, 

mencionándose expresamente las funciones de naturaleza judicial que detentaba 

anteriormente, dejando la reforma ese tipo de disertaciones bajo el ámbito de actuación de la 

competencia jurisdiccional y de esa manera la Fiscalía podrá ser más dedicada en sus tareas 

de investigación. 

Se propone un cambio en relación al deber de la Fiscalía de solicitar al juez (ya sea de control 

de garantías o juez competente) “la autorización de acusar y así dar inicio al juicio oral 

público, contradictorio y concentrado cuando exista prueba necesaria para ello (Ponencia 

para Primer Debate 237 de 2002).”  

 

Informe de ponencia primer debate, proyecto acto legislativo 12 de 2002 Senado, 237 de 

2002, Gaceta del Congreso 210, 06/06/2002  

En este informe que se hace de la ponencia del primer debate, mismo que se pone a 

consideración del presidente del Senado, se realizan algunos nuevos comentarios respecto de 

la acusación, específicamente se considera que el deber de la fiscalía de obtener del juez “la 

autorización de acusar y así dar inicio al juicio oral público, contradictorio y concentrado 

cuando exista prueba necesaria para ello (Ponencia para Primer Debate 237 de 2002)” debe 

tener una lectura necesariamente diferente, al respecto de esta reforma ubicada en el numeral 

5 del artículo 250 constitucional se comentó lo siguiente:  

Hay una función de la Fiscalía que debe ser objeto de algunas líneas para ser explicada. El 

numeral 5 dice que el Fiscal le debe solicitar al Juez del Control de Garantía la autorización 

para acusar. Quien lea esta función puede llegar a la conclusión que quien va a decidir si 

acusa o no es el Juez de Control y entonces de qué cambiaría con el nuevo sistema.  

La lectura real que hay que hacerle a ese numeral es la siguiente: El Fiscal tiene una 

competencia omnímoda y soberana para investigar y para decidir, en principio, qué tiempo 

dedica en investigar, es decir que en principio nadie puede limitar al Fiscal hasta cuándo debe 



investigar, pero, lo que sí debe tener un control es que cuando el Fiscal decide acusar, esa 

decisión sea controlada, para que el Juez, que sirve de filtro determine si tiene o no 

fundamento probatorio esa decisión, principalmente por las consecuencias que les 

sobrevienen a los particulares ser sometidos a un juicio, así el mismo termine con sentencia 

absolutoria. Además no hay legislación hoy vigente en el mundo que faculte al Fiscal para 

hacer efectivas investigaciones, y evitar someter al ciudadano a un proceso sin pruebas que 

lo respalden (Senado, Informe de Ponencia Primer Debate, Proyecto Acto Legislativo 12 de 

2002)” 

Lo que implica que en este informe se dio cuenta de una errónea aplicación de la acusación 

que realiza el Fiscal, aplicación que venía arrastrándose desde el primer debate de la reforma, 

misma que se vio con preocupación y se observó la necesidad de modificar el proyecto en 

sentido que se permitiera la libertad del Fiscal para elevar acusaciones al Juez, siendo este 

último quien deberá realizar un control jurisdiccional sobre la existencia de un fundamento 

probatorio suficiente del Fiscal para molestar a una persona en sus derechos fundamentales 

y llevarlo a juicio, dejando entonces la Acusación penal bajo un control legal en el cual el 

juez tiene la decisión sobre el éxito de la misma con la posibilidad de ir a juicio o no, 

implicando también que el juez podrá desechar en sede jurisdiccional una acusación escueta 

o mal fundada, protegiendo los derechos fundamentales del imputado.  

A resumidas cuentas la observación que se hace respecto de la acusación penal va en el 

sentido de que “es necesario aclarar, así sea muy sucintamente que el Control que debe hacer 

el Juez de la actuación del Fiscal, es no solamente formal sino también sustancial, porque las 

garantías son sustanciales, es decir de la esencia de la persona (Senado, Informe de Ponencia 

Primer Debate, Proyecto Acto Legislativo 12 de 2002).” Quedando fuera de dudas que el 

espíritu de los trabajos preparatorios hasta el momento implican el control judicial sustancial 

de la acusación penal solicitada en sede jurisdiccional por el Fiscal, asegurando así las 

molestias en la esfera jurídica de las personas sujetas a una investigación.  

 

Ponencia para cuarto debate 12 de 2002 senado, 237 de 2002, Gaceta del Congreso 232, 

14/06/2002  



Del acto legislativo aprobado por la Comisión Primera del Senado de la Republica que 

modifica el texto de la Constitución Política, encontramos que se decreta un texto que 

reforma los deberes de la Fiscalía respecto de la acusación penal:  

“Artículo 250. Corresponde a la Fiscalía General de la Nación, de oficio o con fundamento 

en denuncia, petición especial o querella, desarrollar las investigaciones de los hechos que 

puedan constituir delitos y acusar ante los jueces de la República, cuando fuere el caso, a los 

presuntos infractores de la ley penal. Se exceptúan los delitos cometidos por miembros de la 

Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. Para tal efecto la 

Fiscalía General de la Nación, deberá: 

 […] 

5. Solicitar al juez de control de garantías la autorización para acusar. 

6. Presentar escrito de acusación ante el juez del conocimiento, con el fin de dar        inicio a 

un juicio público, oral, contradictorio y concentrado (Senado, Informe de Ponencia Primer 

Debate, Proyecto Acto Legislativo 12 de 2002).” 

A pesar de que no se desprende textualmente la facultad del juez de hacer control sustancial 

de la acusación del Fiscal, creemos que es debido a que se reformó un texto que habla de los 

deberes del fiscal y no del juez, sin embargo, queda como constancia en este mismo informe 

que en el apartado de “las consideraciones de fondo” se estudia en el inciso c), lo relativo al 

principio de oportunidad y facultad de acusación del Fiscal, donde se establece que: “una vez 

la Fiscalía decida emprender la investigación, deberá solicitar al juez permiso para acusar y 

una vez es obtenido este, la abstención de acusación deberá ser autorizada por el juez de 

conocimiento (Senado, Informe de Ponencia Primer Debate, Proyecto Acto Legislativo 12 

de 2002).” 

 

Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley 237 de 2002, 12 de 2002 Senado, 

Gaceta del Congreso 401, 27/09/2002 



En este primer debate de la segunda vuelta se mantiene en esencia todo el proyecto en los 

mismos términos, excepto que se elimina la solicitud debida que tendría que hacer el Fiscal 

al Juez de Garantías para enderezar la acusación contra un imputado, puesto que se 

consideraba como una forma de control que generaba una intromisión de la autoridad judicial 

en las actividades investigativas propias de la Fiscalía, tarea de que se pretende fortalecer 

para el ente investigador, sin embargo, si se discutió la necesidad de un filtro para la 

acusación, quedando claro que éste debería ubicarse en la audiencia preparatoria (Parra; 

Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley 237 de 2002, Senado).  

 

Acto Legislativo  03 DE 2002, Diario Oficial 45.040  

 

Finalmente en el acto legislativo 03 de 2002 encontramos el texto definitivo que obedece a 

las discusiones realizadas en los debates, quedando la redacción del artículo 250 

constitucional relativo a la regulación de las facultades de la Fiscalía General de la Nación 

como sigue:  

“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la 

acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un 

delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de 

oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen 

la posible existencia del mismo. (…) 

En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: […] 

4.-  Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a 

un juicio público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con 

todas las garantías.” 

Como podemos observar del estudio del proceso legislativo de la reforma constitucional 

mediante la cual se hacen las modificaciones preparatorias para la implementación del 

Sistema Penal Acusatorio en Colombia, colegimos que en lo tocante a la acusación existían 



dos observaciones recurrentes: La primera en relación a la eliminación del deber de la 

Fiscalía de solicitar permiso al Juez de Garantías para elevar una acusación al Juez de 

Conocimiento, en relación a constituir un control previo innecesario que significa una 

intromisión del Juez en la actividad investigativa de la Fiscalía, función que en esta reforma 

se buscaba fortalecer, esta observación reiterada significó la eliminación de esta disposición 

constitucional que se encontraba en el proyecto inicial presentado por los  Ministro de Justicia 

y del Derecho, doctor Rómulo González Trujillo y el señor Ministro del Interior, doctor 

Armando Estrada Villa. La segunda observación que se realizó fue que si bien, un control 

previo sobre la realización de la acusación era una intromisión a la actividad de la Fiscalía, 

un control posterior a la misma sería no solo conveniente, sino necesario, control que debería 

correr a cargo del juez ya no de Garantías, sino de Conocimiento, quien detentaría la facultad 

de decisión sobre la admisibilidad de la acusación en relación al estudio de la existencia de 

elementos materiales probatorios suficientes que fundamenten a la misma y así proteger en 

la medida de lo posible la esfera jurídica de las personas sujetas a investigación judicial, sin 

embargo, esta preocupación externada en los debates no pudo ser redactada directamente en 

la reforma constitucional a nuestra opinión, en razón a que la misma solo modificaba lo 

relacionado a los deberes de la Fiscalía, siendo que tal control sustancial de la acusación 

penal debería de ser establecida en las facultades y deberes de los Jueces de Conocimiento 

de la República como una tarea de garantía de los derechos de los imputados para vigilar el 

respeto a la esfera jurídica de su persona a través del control sustancial y no solo formal de 

la acusación que eleva la Fiscalía a este último.  

 

Redacción del Código de Procedimiento Penal 

De acuerdo a lo estipulado por el artículo 4 del Acto legislativo 03 de 2002 se conformó una 

comisión3 para que elaborara y presentara a la consideración del Congreso de la Republica 

                                                           
3 De acuerdo a lo dispuesto por el Artículo 4 del Acto legislativo 03 de 2002, esta comisión estará conformada 
por el Ministro de Justicia y del Derecho, el Fiscal General de la Nación, quien la presidirá, el Procurador 
General de la Nación, el Presidente de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, el Defensor del Pueblo, 
el Presidente del Consejo Superior de la Judicatura, o los delegados que ellos designen, tres Representantes a 
la Cámara y tres Senadores de las Comisiones Primeras, y tres miembros de la Academia designados de común 
acuerdo por el Gobierno y el Fiscal General 



los proyectos de ley pertinentes para poner en marcha el nuevo Sistema Penal Acusatorio. 

Dentro de las discusiones para la redacción del Código y en específico en la discusión de la 

acusación como institución penal se pudieron distinguir diversas opiniones al respecto:  

* La primera de ellas consideraba que prácticamente presentada la acusación se estaría 

entrando a la etapa de juicio sin que exista una fase intermedia en la cual se debata la misma, 

debido a que anteriormente ya se había eliminado la disposición de que el juez de garantías 

ejerciera un control previo de la acusación, siendo que ese control se realizaría por la opinión 

pública al momento del juicio oral (Osorio et al.; Parra). 

* La segunda opinión considera pertinente que solamente se haga un control formal de la 

acusación, obedeciendo a que se eliminó en los debates previos en las cámaras la posibilidad 

de un control previo de la acusación, sin embargo se considera que se guardó silencio en 

relación a un posible control judicial posterior a cargo del juez de conocimiento. En relación 

a un posible control posterior del juez de Conocimiento en voz de Jaime Granados (Osorio 

et al.; Parra) se establece que un control de fondo significaría una violación flagrante al 

principio de imparcialidad, cuya única solución sería el establecimiento de un control formal 

que no se entromete en las funciones de investigación de la Fiscalía y colabora a evitar errores 

en el actuar de la misma a la hora de elevar acusaciones al Juez. 

* La tercer opinión, de corte garantista reside en que hay necesidad de establecer una fase 

intermedia, con el objetivo de tener un filtro que permita evitar “violaciones al debido 

proceso, a la garantía de la presunción de inocencia y los efectos negativos derivados de la 

ausencia de control (Osorio et al.; Parra).” 

 

El sistema penal acusatorio colombiano desde la ley 906 de 2004 

El sistema penal acusatorio o sistema penal con tendencia acusatoria como lo ha llamado la 

Corte Constitucional de Colombia entró en vigor el día primero de enero de 2005, de acuerdo 

a lo establecido en la ley 906 de 2004, el cual tiene unas características especiales que han 

sido establecidas primeramente en la Constitución las leyes colombianas, y cuyo espíritu ha 



comenzado a ser esbozado tanto por la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia 

de Colombia a través de diversas interpretaciones jurisprudenciales. 

La implementación del sistema penal acusatorio en Colombia inicia con la ley 03 de 2002, a 

través de la cual se modificaron los artículos 116, 250 y 251 de la Constitución, esta reforma 

preparó el terreno para la llegada del sistema penal acusatorio al establecer los principios 

básicos y característicos de un sistema penal adversarial, entre ellos el principio acusatorio 

(nemo iudicio sine actore) que significa que nadie podrá ser juzgado sin una acusación previa 

que pueda ser controvertida, la creación de un juez de garantías que velará por el debido 

proceso en la primera etapa del proceso penal y un juez de conocimiento que solamente 

tendrá injerencia en el juicio para evitar que sea contaminado su criterio, el establecimiento 

de los principios de oportunidad y la detención como último recurso debido a que debe primar 

el principio de presunción de inocencia y el establecimiento de un equilibrio entre la defensa 

y el fiscal, para poder lograr la verdadera igualdad procesal y un efectivo derecho de defensa 

(Corte Constitucional, Sentencia C-186/08; C 260/2011). 

 Las reformas buscaban un sistema penal que partiera la tradición del juez que también 

realizaba tareas de investigador, para fortalecer la figura del fiscal, y que queden 

perfectamente delimitadas las funciones de investigar y acusar que corresponderán 

exclusivamente a la fiscalía, y la función judicial que se llevará a cabo por el juez quien 

realizará juicio basado en los principios de publicidad, oralidad para evitar la dilación y los 

costos de la administración de  justicia penal, contradicción para que en todo momento se 

pueda ejercitar el derecho de defensa, concentración, inmediación, todo lo anterior buscaba 

también dar celeridad a la administración de justicia y evitar el abarrotamiento de juicios en 

espera, entre otros objetivos (Corte Constitucional, Sentencia C-186/08; C 260/2011). 

A través del acto legislativo 03 de 2002, por el que se promulgó la Ley 03 de 2002 

adicionalmente creó una comisión especial encargada de la redacción  y diseño normativo 

del código de procedimientos penales, finalmente luego de que la comisión desarrollara su 

trabajo presentó un proyecto al Congreso de la República que dio vida a la Ley 906 de 2004, 

a través de la cual se redactó el Código de Procedimiento Penal. 



La vigencia del código comenzaría el día primero de enero de 2005, dejando atrás el sistema 

penal inquisitivo vigente hasta entonces. El sistema Penal acusatorio es un sistema que deriva 

de diversos sistemas acusatorios, sin embargo no se importaron literalmente los mismos, sino 

que fue el sistema penal acusatorio colombiano fue diseñado para satisfacer las necesidades 

propias de la sociedad nacional. 

Al respecto hay que recalcar lo que ha dicho la Corte Constitucional al establecer que el 

proceso penal colombiano, no es enteramente acusatorio sino con una tendencia acusatoria 

(Corte Constitucional, Sentencia C-260 de 2011; C 293 de 2013), debido a que no ha sido 

una copia fiel de alguno de los sistemas acusatorios antiguos que rigen hoy en otros países 

como Estados Unidos de Norteamerica o Alemania. 

El sistema acusatorio colombiano se compone principalmente de dos etapas procesales que 

son la de investigación y juicio, en la primera de ellas el fiscal es el único actor, y siendo el 

único investigador y acusador se da a la tarea de determinar si existen méritos suficientes 

para elevar una acusación al juez. 

En lo referente a la estructura general del proceso, el diseño adoptado por el Legislador se 

divide en dos grandes fases: (i) la investigación, encaminada a determinar si hay méritos para 

acusar. La lleva a cabo la Fiscalía y en ella se practican y valoran las pruebas que obran 

dentro del proceso, por parte del funcionario que ejerce funciones judiciales e investigativas 

al mismo tiempo; constituye una preparación para el juicio; y (ii) la fase de juzgamiento, con 

clara preponderancia bajo el nuevo sistema, caracterizada como una etapa regida por la 

oralidad, la publicidad, la inmediación de las pruebas, la contradicción, la concentración y el 

respeto por todas las garantías fundamentales. Durante esta etapa (a) se practicarán y 

valorarán, en forma pública y con participación directa del imputado, las pruebas que se 

hayan podido recaudar, en aplicación de los principios de inmediación judicial  y 

contradicción de la prueba, (b) se aplicará el principio de concentración, en virtud del cual 

las pruebas serán evaluadas en su integridad y de manera global durante una etapa procesal 

de corta duración que otorgue al juez, y al jurado según el caso, una visión de conjunto y le 

permita fundamentar sus decisiones en la totalidad de las pruebas existentes, y (c) se 

adoptarán, con igual publicidad, las decisiones definitivas a las que haya lugar respecto de la 

responsabilidad penal del acusado. 



La estructura del sistema penal acusatorio colombiano adoptada por el acto legislativo 03 de 

2002 y, desarrollado por la ley 906 de 2004, acusatorio tiene diversos conceptos que lo 

distinguen como único y propio de Colombia, proceso penal que se encuentra “ajustado al  

principio la distinción entre funcionarios que investigan y acusan, de aquellos a los que 

corresponde la fase de juzgamiento; la función de control de garantías; la supresión del 

principio de permanencia de la prueba; la creación del principio de oportunidad; el 

reconocimiento especial de las víctimas; y la reafirmación del juicio público, oral, 

contradictorio y concentrado (Avella, 2007, p. 53).” 

Al respecto de la caracterización del proceso penal acusatorio en Colombia, la Corte 

Constitucional ha sintetizado las características propias del sistema penal colombiano con 

tendencia acusatoria como sigue (Sentencia C-260 de 2011): 

“I) Separación categórica en las etapas de investigación y juzgamiento. Como 

consecuencia de ello, desaparece la instrucción como fase de la instancia procesal 

encomendada al juez y se convierte en una etapa de preparación para el juicio. De 

esta forma, al juez penal se le encomienda el control de las garantías legales y 

constitucionales y el juzgamiento mediante el debido proceso oral (…). 

II) El rol del juez en el sistema penal acusatorio está centrado en el control de los 

actos en los que se requiera ejercicio de la potestad jurisdiccional o que impliquen 

restricción de derechos o calificación jurídica de los hechos. Así, el control judicial 

no sólo debe concretarse en el cumplimiento formal de los requisitos sino en la 

efectividad de los derechos sustanciales en juego (…). 

III) La actuación judicial solamente procede a petición de parte. Así, de acuerdo con 

el artículo 250 de la Constitución, el ejercicio de la acción penal está a cargo de la 

Fiscalía, quien puede solicitar al juez de control de garantías las medidas necesarias 

para asegurar la comparecencia de los imputados, la conservación de la prueba y la 

protección de la comunidad. Esa misma autoridad tiene a su cargo la presentación del 

escrito de acusación ante el juez de conocimiento, la solicitud de la preclusión de las 

investigaciones y las medidas necesarias para la protección de las víctimas (250- 4, 

5, 6 y 7). 



IV) El proceso penal es, por regla general, oral, contradictorio, concentrado y público. 

V) Es posible que el proceso penal no se inicie o se termine pese a la certeza de la 

ocurrencia de un delito porque existió aplicación del principio de oportunidad o 

porque hubo acuerdo entre las partes. Por regla general, en los casos de terminación 

anticipada del proceso, existirá control judicial material y formal de la decisión 

adoptada. 

VI) Las funciones judiciales del control de garantías y de conocimiento suponen la 

clara distinción de dos roles para los jueces penales. El primero, el que tiene a su 

cargo la protección de las garantías y libertades individuales en las etapas 

preliminares a la imputación y, el segundo, el juez que tiene la responsabilidad de 

llevar adelante el juicio penal con todas las garantías procesales y sustanciales propias 

del debido proceso” 

Es de llamar la atención que en el inciso I) se establece que las fases principales del sistema 

con tendencia acusatoria colombiano tiene como fases procesales principales la etapa de 

investigación y juzgamiento, reduciendo la etapa intermedia a una etapa preparatoria para el 

juicio, pero con menor importancia que las dos antes mencionadas.  

Derivado del inciso II) y II) encontramos que el juez actuará únicamente a petición de parte 

con una función de control sobre las actividades de las partes, se establece la separación de 

las funciones del juez y del acusador, siendo el juez simplemente un decisor, además la 

facultad acusatoria se centra únicamente en el fiscal siendo esta una de las características más 

importantes de los sistemas acusatorios (principio acusatorio nullum iudicium sine 

accusatione), que implica un cambio respecto de los sistemas inquisitivos y es precisamente 

la monopolización de la acusación por parte del fiscal y la separación del juez y la función 

de la acusación penal, esta característica no se encontraba como tal en los sistemas 

inquisitivos en los que el juez en ocasiones hacía las veces de investigador, rompiendo el 

equilibrio procesal entre acusado y acusador ya que se caía en el supuesto de juez y parte.  

Basado en los principios anteriores el diseño del proceso penal como tal está estructurado 

básicamente en dos fases claramente identificables las cuales son la etapa de indagación y la 

etapa de juicio (Avella, 2007, p. 53). En relación a esto la Corte Constitucional ha 



interpretado el diseño creado por el legislador en el mismo, aludiendo que el proceso penal 

acusatorio se divide en dos grandes fases que son la investigación y el juicio. 

Aclarando lo siguiente en relación a sus propios criterios al respecto: “En algunas ocasiones 

la Corte ha mencionado la imputación y la acusación y en otras se ha referido a la indagación 

preliminar y la preparación como etapas intermedias. Sin embargo, siempre ha dejado claro 

que el proceso penal gira en torno a las etapas de investigación y juicio, donde esta última 

cobra especial protagonismo en virtud de su carácter oral, público, con inmediación de las 

pruebas, contradictorio y concentrado (art. 250-4 CP). Por lo mismo, la Corte no ha dudado 

en calificar dicha etapa como el centro de gravedad del proceso penal (Corte Constitucional, 

Sentencia T-293/13)”. 

 “El actual sistema penal acusatorio, instaurado en la legislación nacional por la Ley 906 de 

2004, consta –a grandes rasgos- de dos etapas principales y dos secundarias. Las más 

importantes, porque constituyen la estructura propiamente dicha del proceso, son las etapas 

de la investigación y el juicio. No obstante, previo a la investigación, las autoridades 

despliegan una etapa inicial de indagación preliminar -que puede ser considerada como 

complementaria de la investigación-; al tiempo que entre la investigación y el juicio se 

desenvuelve una fase intermedia de preparación, que puede considerarse como 

complementaria del juicio (Corte Constitucional, Sentencia C-1194 de 2005; Sentencia C-

059 de 2010).” 

También la Corte Suprema de Justicia a través de su sala penal ha emitido algunos criterios 

que ayudan a comprender mejor la institución de la acusación dentro de la fase procesal 

intermedia, al respecto de la misma ha señalado que: 

“En el esquema de la Ley 906 del 2004, la imputación y la acusación son actos de parte (la 

Fiscalía), por medio de los cuales da a conocer al indiciado o acusado los cargos y las pruebas 

que tiene en su contra, a efectos de que pueda delinear la estrategia defensiva. 

Esa circunstancia comporta que, a diferencia de lo que sucede con la Ley 600 del 2000, esas 

pretensiones de la Fiscalía no tengan la connotación de providencias judiciales y, por tanto, 

no pueden ser recurridas (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2008).” 



De la consideración anterior que realiza la Corte Suprema podemos colegir que si en realidad 

esta es una actuación de parte, significa que ni el Juez de conocimiento ni la defensa podrán 

realizar manifestación alguna ante la acusación del Fiscal, puesto que no reviste la calidad de 

providencia judicial y por tanto no es procedente ningún recurso en contra de la misma, 

adicionalmente el mismo Tribunal ha señalado que: 

“El control que le es posible realizar al funcionario de conocimiento durante la audiencia de 

formulación de la acusación, de oficio o a solicitud de parte formulada con fundamento en 

las previsiones del artículo 339 de la ley 906 de 2004, además de referido a las causales de 

incompetencia, mal puede extenderse más allá de la comprobación del estricto cumplimiento 

de los requisitos formales previstos en el artículo 337 ejusdem, o de la constatación de la 

correspondencia lógica y jurídica entre la imputación fáctica y la adecuación típica propuesta 

para disponer que sea aclarada, adicionada o corregida, según fuere el caso (Corte Suprema 

de Justicia. Sala de Casación Penal, 2007).” 

Por las anteriores razones es que el control que le es posible realizar al funcionario de 

conocimiento durante la audiencia de formulación de la acusación, de oficio o a solicitud de 

parte formulada con fundamento en las previsiones del artículo 339 de la ley 906 de 2004, 

además de referido a las causales de incompetencia, mal puede extenderse más allá de la 

comprobación del estricto cumplimiento de los requisitos formales previstos en el artículo 

337 ejusdem, o de la constatación de la correspondencia lógica y jurídica entre la imputación 

fáctica y la adecuación típica propuesta para disponer que sea aclarada, adicionada o 

corregida, según fuere el caso.  

En cambio, según señala la misma Corte Suprema de Justicia “no le resultaría dable 

cuestionar o controvertir la reconstrucción que el delegado de la Fiscalía verifica de los 

hechos con asidero en esos medios materiales probatorios, evidencia física e información 

legalmente obtenida, que a partir de la acusación simplemente se descubre en garantía del 

derecho a la defensa, para predicar de la acusación con fundamento en una ponderación 

distinta y discrepante de esos medios cognoscitivos un posible error de subsunción, o dicho 

en otros términos, en la calificación jurídica pues, se insiste, una tal decisión además de 

comportar un indebido y prematuro pronunciamiento sobre los extremos del debate objeto 



del juicio no estaría soportado en pruebas, pues sólo adquirirán tal connotación las 

practicadas durante el juicio (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal, 2007).”  

Como se ha constatado existe la preocupación desde la época de los debates legislativos sobre 

la falta de un control material en la etapa de Acusación en el proceso penal “acusatorio” en 

Colombia, no es para menos ya que una falta de control para muchos autores y de acuerdo a 

otros sistemas penales acusatorios, puede producir graves violaciones a los derechos 

fundamentales y humanos de los acusados, principalmente lo relativo al debido proceso y al 

derecho de debida defensa. 

 

La Etapa intermedia en el proceso penal acusatorio Colombiano y su crítica. 

 

De acuerdo a lo señalado por el Artículo 339 de la Ley 906 de 2004 durante el trámite de la 

audiencia de acusación la defensa podrá hacer valer solamente las causales de incompetencia, 

impedimentos, recusaciones, nulidades y las observaciones sobre los requisitos formales que 

debe cumplir el escrito de acusación. 

Derivado de ello encontramos que no se pueden hacer consideraciones de carácter sustantivo 

a la acusación, es decir, esta fase procesal no se establece como un amplio espacio para la 

contradecir la concurrencia o no de los presupuestos necesarios para acudir a un juicio, a 

través de la contradicción de la existencia de un hecho punible y la posible autoría del 

acusado. 

Sin embargo, encontramos que el diseño del proceso penal acusatorio que se ha elegido en 

Colombia, a pesar de estudiar en su momento  (discusiones previas) los peligros de contar 

con una etapa intermedia débil en relación a las otras dos etapas del proceso penal, y de haber 

argumentado que la acusación penal debía ser controlada por el juez, para la protección de 

algunos derechos fundamentales del acusado, se decidió ignorar una de las características 

principales de los procesos acusatorios.  



Con base en lo anterior la Acusación en el proceso penal acusatorio colombiano se convierte 

en un acto de parte, donde el Fiscal entrega la acusación al Juez Penal sin que ésta pueda ser 

controvertida materialmente, impidiendo el debido proceso y el derecho de defensa. 

 

Características de la Etapa Intermedia en los Sistemas Penales Acusatorios. 

 

Según señala Fernández (2006) una de las características principales de los procesos penales 

acusatorios es precisamente su fase intermedia, la cual le da el nombre a dichos 

procedimientos “acusatorios” y que consiste en un fuerte control en esta fase, lo que implica 

que nadie podrá ser condenado si no se ha formulado antes en contra de esa persona  una 

acusación que le permita defenderse (p.1). 

Más claramente señala la misma autora que “la fase intermedia forma parte de las garantías 

sustanciales inherentes a los procesos criminales adversativos, e implica que nadie puede ser 

condenado si antes no se ha formulado contra él una acusación de la que haya tenido 

oportunidad de defenderse, de manera contradictoria (p. 2).” 

De acuerdo con lo que señala Maier (1998) “la segunda etapa o fase intermedia, responde a 

la idea de control jurisdiccional de la legalidad o control sobre la viabilidad y fundamento de 

las conclusiones del ministerio público a raíz de la investigación preliminar (p. 35).” O al 

menos sabemos que así debería de ser pues dicho autor habla del sistema penal acusatorio 

alemán. 

De acuerdo a Cortés, citado por Whanda Fernandez la etapa intermedia cumple con diversas 

funciones: 

 La función de verificar la existencia de un hecho punible y la posible autoría del 

acusado 

 La función negativa de depurar la denuncia de hechos criminales en el sentido de que 

se evitará que personas inocentes vayan a juicio para obtener una sentencia 

absolutoria (p. 407) 



Adicionalmente Almagro Nosete (1988) señala que el propósito esencial de la etapa 

intermedia es decidir sobre la apertura del juicio o no, y en base a dicho estudio se podrá 

arribar siempre a tres posibles soluciones que son, el sobreseimiento total, el sobreseimiento 

parcial o la apertura del juicio (p. 29).  

En relación a lo anterior es claro que la acusación en el proceso penal hace las veces de un 

filtro que forma parte de una política criminal por un lado y, adicionalmente hace las veces 

de un mecanismo de garantía de los derechos civiles y políticos. 

La acusación en los procesos penales adversariales se supone debe reflejar los principios 

rectores del proceso penal acusatorio, entre cuyas virtudes encontramos el garantismo 

procesal que aporta dicho sistema penal, y entre sus principios el de contradicción, vinculado 

con el derecho de igualdad de armas dentro del juicio que implica que ambas partes estarán 

en igualdad de condiciones, y en relación al acusado se le permitirá realizar una debida 

defensa. 

Bien vale la pena analizar el texto de la sexta enmienda de la Constitución de los Estados 

Unidos de Norte América, en la cual se señala que: 

En toda persecución penal el acusado deberá tener el derecho a un juicio rápido y público 

realizado por un jurado imparcial del Estado y del Distrito donde el crimen se habría 

cometido, dicho distrito debió ser previamente fijado por ley, y el derecho a ser informado 

de la naturaleza y causa de la acusación, a confrontar a los testigos en su contra, a producir 

pruebas en su favor y a contar con asistencia de un abogado para su defensa.4 

 

La Acusación Penal en Colombia y el Derecho a la Defensa 

Según señala la Constitución Colombiana el debido proceso es un derecho fundamental que 

incluye entre otros derechos el derecho a la presunción de inocencia, el derecho a la defensa, 

                                                           
4 In all criminal prosecutions, the accused shall enjoy the right to a speedy and public trial, by an impartial jury 
of the state and district wherein the crime shall have been committed, which district shall have been 
previously ascertained by law, and to be informed of the nature and cause of the accusation; to be confronted 
with the witnesses against him; to have compulsory process for obtaining witnesses in his favor, and to have 
the assistance of counsel for his defense. 



pues se señala en su texto que: “[…] Toda persona se presume inocente mientras no se la 

haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la 

asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el 

juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y 

a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no 

ser juzgado dos veces por el mismo hecho (art. 29).” 

Al respecto ha señalado la Corte Constitucional que “el derecho de defensa, como parte 

integral del debido proceso, debe ser garantizado al interior de cualquier actuación judicial o 

administrativa, sin embargo, éste adquiere una mayor intensidad y relevancia en el campo 

penal, en razón de los intereses jurídicos en juego como la libertad (Corte Constitucional, T-

105/10).” 

Con lo cual podemos ver que el derecho a la defensa es un derecho genérico en cualquier 

proceso, sin embargo debe tener una mayor protección en el proceso penal, como lo es el 

caso que se estudia en este trabajo. 

Señaló la Corte en esa misma oportunidad que “la importancia del derecho a la defensa en el 

contexto de las garantías procesales, está enfocada en impedir la arbitrariedad de los agentes 

estatales y evitar la condena injusta, mediante la búsqueda de la verdad, con la activa 

participación o representación de quien puede ser afectado por las decisiones que se adopten 

sobre la base de lo actuado (Corte Constitucional, T-105/10).” 

En esta parte parece generarse una incompatibilidad entre el deber ser y el estado en que se 

encuentra regulada la acusación penal en Colombia, puesto que podemos concluir que la fase 

intermedia y su acusación no representan una garantía procesal del derecho a la defensa en 

el proceso penal colombiano, ya que no permite al afectado por la decisión rebatir las 

cuestiones de fondo del escrito de acusación de la Fiscalía. 

Adicionalmente no cumple con el enfoque señalado por la Corte Constitucional que se refiere 

a dar la oportunidad de impedir la arbitrariedad de los agentes estatales y evitar una pena 

injusta al enjuiciado y más allá de ello encontramos que el derecho de defensa debe impregnar 

todas las actuaciones pues como se citó previamente se requiere la “activa participación o 



representación de quien puede ser afectado por las decisiones que se adopten sobre la base 

de lo actuado (Corte Constitucional, T-105/10).”.” 

Al respecto encontramos que Whanda Fernández señala en el mismo sentido que la acusación 

penal sin controles viola el derecho a la defensa y señala que la evaluación de la acusación 

puede traer diversas virtudes como las siguientes: “previene la falta de rigor o de objetividad 

del fiscal; refina y depura la pretensión; sirve de contrapeso a la superioridad de la fiscalía, y 

se erige en punto de equilibrio entre perseguidor y acusado (p. 42).” 

Señala la misma autora que en el control sobre la acusación penal de la Fiscalía “no se busca 

cuestionar los moldes, las formas o las apariencias, sino analizar el fondo de los cargos para 

alcanzar la justicia material (p. 42).” 

Al referirse a la justicia material la misma autora señala que “lo que un proceso justo reclama 

es que quienes decidan sobre la apertura del juicio, sean los jueces ecuánimes e 

independientes y no los titulares de la persecución penal (p. 42). 

En razón a lo anterior es importante recalcar que precisamente la protección al debido 

proceso como una de las virtudes que pueden presumir los procesos acusatorios de corte 

Anglosajón no se encuentra del todo presente en el proceso penal acusatorio colombiano, 

puesto que a pesar de discusiones al respecto se decidió debilitar la etapa intermedia en el 

proceso penal correspondiente a la Acusación penal. 

Lo anterior genera que de las tres etapas originarias correspondientes a la etapa de 

imputación, acusación y juzgamiento que podrían permitir a las personas ejercitar el derecho 

a la defensa y el derecho de audiencia ante un juez, se ha reducido a dos. Dichas etapas son 

las de imputación y juzgamiento en las cuales existen mecanismos jurídicos para poder 

combatir jurídicamente los actos jurídicos tendientes a conseguir una sentencia condenatoria 

de parte de un órgano investigador y perseguidor del delito. 

Sin embargo, las personas que son investigadas por la Fiscalía y que han sido imputadas no 

tienen posibilidades reales de defenderse sustantivamente de la Acusación presentada por 

dicho órgano, sino solamente por cuestiones de forma, lo que permite que se pueda llevar 



injustamente a juicio a personas sin haberles dado la oportunidad jurídica de ejercitar el 

derecho de la debida defensa y vulnerando los derechos al debido proceso legal. 

 

Conclusiones  

En relación a lo anterior es posible realizar las siguientes conclusiones sobre la Acusación 

Penal en Colombia:  

1.- Los sistemas penales acusatorios se caracterizan por tener tres fases fundamentales en el 

proceso, entre ellas la fase intermedia, la cual a su vez se caracteriza por poner a disposición 

de los afectados una garantía procesal para ejercer el derecho a la defensa. 

2.- Existió una extensa discusión y estudio legislativo sobre las consecuencias de establecer 

dentro del proceso penal un control en la acusación de la Fiscalía, sin embargo, al final se 

optó únicamente por el establecimiento de un control judicial formal. 

3.-  El sistema penal acusatorio instaurado en Colombia desde el año 2004 es un sistema 

penal con tendencia acusatoria como lo ha señalado la Corte Constitucional y no un sistema 

penal acusatorio. 

4.- El proceso penal acusatorio en Colombia establece dos etapas principales y dos que no 

son principales entre las cuales se encuentra la etapa intermedia. 

5.- La acusación penal en Colombia se desarrolla dentro de la etapa procesal intermedia y no 

permite al afectado por la misma controvertirla materialmente, sino solo formalmente. 

6.- El derecho al debido proceso está establecido en la Constitución Colombiana como un 

derecho fundamental que requiere también el derecho a la defensa contra los actos de 

autoridad. 

7.- El derecho a la defensa en contra de actos de autoridad dentro del proceso penal cobra 

una especial importancia ya que el derecho a la libertad es el que está en riesgo en esos casos. 



8.- El derecho a la defensa dentro del proceso penal exige que se otorgue al afectado las 

garantías procesales para defenderse en orden de prevenir un una sentencia condenatoria 

injusta o una actuación arbitraria de los administradores de justicia. 

9.- La acusación penal en Colombia no permite formular a los afectados por la misma una 

defensa material sobre la acusación que se le realiza, y por ello es contraria al derecho a la 

defensa y al debido proceso.  
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